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RESUMEN: El presente estudio pretende demostrar el enorme valor que adquirió el control 
del poder local en Andalucía —-y para ello utilizamos el soporte empírico de la 
Alta Andalucía— durante el periodo republicano inmediatamente precedente 
al estallido de la Guerra Civil de 1936-39. l^os ayuntamientos se convirtie-
ron, entre 193j j 1936, en pierias clave empleadas de manera diferenciada por 
los distintos grupos sociales rurales para satisfacer sus específicos intereses ma-
teriales y culturales en una coyuntura de crisis política y económica. El campe-
sinado utilii^ó los ayuntamientos, durante el primer bienio republicano, para 
reforjar su control sobre el mercado de trabajo e imponera los patronos el cum-
plimiento de las bases del trabajo. 1M reacción patronal del segundo bienio lle-
vó de nuevo a la burguesía agraria al control municipal, y desde aquí intentó 
reimplantar el viejo orden caciquil. 1M llegada del Frente Popular radicalizó 
las posturas súdales y condujo al conflicto civil de 1936, en el que los ayunta-
mientos volvieron a desempeñar un papel decisivo. 
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ABSTRACT: Using the case of Eastern Andalusia for empirical support, this paper argues 
that the control of local power in Andalusia during the Republican period im-
mediately preceding the Civil War was of paramount importance. Between 
1931 and 1936, municipal governments played a crucial role, as they were 
used by different rural groups to satis¿i their specific material and cultural 
needs in the midst of apolitical and economic crisis. During the first Republi-
can biennium, rural workers used municipal governments to reinforce their con-
trol of the job market, forcing landowners strictly to apply labour legislation. 
The landowners reaction during the second biennium put the rural bourgeoisie 
back into municipal governments, who used them to reestablish the old oligar-
chic system. With the advent of the Popular Front, social issues became more 
radical, ultimately leading up to the Civil War in 1936, where once again mu-
nicipal governments played a decisive role. 

KEY WORDS: Local pow^er. Eastern Andalusia, Second Republic, Civil 
war. Rural conflict, control of municipal governments. 

Hispania, LIX/1, num. 201 (1999) 75-96 

Hispania Vol 59, Núm. 201 (1999)

(C) Consejo Superior de Investigaciones Científicas 
Licencia Creative Commons Reconocimiento (CC-BY) 4.0 Internacional

http://hispania.revistas.csic.es



76 FRANCISCO COBO ROMERO 

A través de las siguientes páginas queremos efectuar un recorrido por las 
variaciones que experimentaron las funciones del poder municipal, y los dife-
rentes usos que del mismo hicieron los principales grupos sociales de las co-
munidades rurales de la Alta Andalucía. El período cronológico objeto de 
nuestro análisis será el comprendido entre 193 —año de la proclamación del 
régimen democrático de la II República— y 1939 —en que finalizó el conflicto 
civil y dio comienzo, en tierras de la Alta Andalucía, el régimen dictatorial fran-
quista. 

Queremos poner de manifiesto cómo, una vez iniciada la etapa de crecien-
te fortalecimiento de las organizaciones poHticas y sindicales de signo izquier-
dista que acogieron a la mayor parte del campesinado organizado altoandaluz 
desde los comienzos del siglo XX, las relaciones entre campesinos y patronos 
agrícolas fueron mostrándose cada vez más virulentas e irreconciliables. Esta 
progresiva radicalización —sustentada por una segmentación horizontal cada 
vez más evidente—, así como la polarización social propiciada por la expan-
sión del mercado y el capitalismo agrario, se convirtieron en fenómenos articu-
lados preferentemente, por lo que respecta a la Alta Andalucía, en torno al 
poder local como máxima expresión política e ideológica reguladora de las co-
munidades rurales. 

Una vez fracasado el sistema caciqml tradicional, la implantación del régi-
men republicano coincidió con el inicio de una intensa crisis agraria, la acumu-
lación de ricas experiencias por parte del campesinado en cuanto al uso 
privilegiado que hicieron del poder municipal las oligarquías rurales, y el forta-
lecimiento de la capacidad reivindicativa de los jornaleros. 

La conjunción de tales factores, se vio sedimentada por el impulso que el 
socialismo reformista otorgó a la participación política de los campesinos en 
las instancias locales. La llegada de los representantes de los jornaleros y cam-
pesinos pobres a la mayor parte de los ayuntamientos de los pueblos y ciudades 
altoandaluces, coincidió con un momen. o histórico en que las divisiones ideo-
lógicas y materiales entre los grupos rurales se habían ido incrementando suce-
sivamente. El uso instrumental que los campesinos hicieron de los 
ayuntamientos durante el primer bienio republicano fue conducido hacia la sa-
tisfacción de sus intereses históricos, lo cual perjudicó enormemente a la bur-
guesía agraria, e incluso a algunas otras fracciones de los pequeños y medianos 
arrendatarios y propietarios agrícolas. Las luchas agrarias en muchos pueblos 
de la Andalucía Oriental se vertebraron en torno a los ayuntamientos, lo cual 
propició una clarificación de las posturas opuestas que sostenían grupos socia-
les abiertamente enfrentados. El infructuoso intento de los ricos propietarios 
agrícolas de regresar a las fórmulas caciquiles y oligárquicas municipales ensa-
yadas durante mucho tiempo atrás, y la reedición de estrategias patronales 
orientadas hacia el incumpHñiiento de la legislación reformista y la sobreexplo-
tación de la mano de obra rural, se tradujeron en la radicalización de buena par-
te de los jornaleros hacia los cotnienzos del año 1936. El fracaso de los intentos 
patronales por recuperar el poder municipal mediante las vías legaknente esta-
blecidas ensayados durante el «bienio negro», inclinó a muchos miembros de la 
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burguesía agraria hacia la defensa de posturas rupturistas, autoritarias, violentas 
y declaradamente militaristas, que desembocaron en el apoyo rotundo a la in-
tentona golpista del verano de 1936. La guerra civü acentuó el carácter de clase, 
e incluso revolucionario, que adquirió la acción de los jornaleros al frente de los 
comités populares y los ayuntamientos, fenómeno este último que se tradujo, 
finalmente, en la especial virulencia con que reaccionaron los patronos agríco-
las —tan seriamente perjudicados durante el transcurso del conflicto— una 
ve2 instaurado el régimen franquista. Asimismo, durante el transcurso del con-
flicto, y muy especialmente a lo largo del verano y el otoño de 1936, las accio-
nes revolucionarias de los jornaleros de numerosos pueblos de la retaguardia, 
perjudicaron los intereses de algunos pequeños propietarios y arrendatarios. Se 
procedió a la expropiación de algunas fincas rústicas de modestas dimensiones, 
quizá como medida ditigida contra todos aquellos que, de alguna u otra forma, 
mostraron simpatía por las posturas patronales y antirrepublicanas durante los 
años inmediatamente precedentes. Este último fenómeno acentuó las fracturas 
ya existentes en el seno mismo del campesinado altoandaluz, y predispuso a 
buena parte de los campesinos pobres perjudicados por el radicalismo jornale-
ro hacia un apoyo tácito a las propuestas de fascismo agrario avanzadas por las 
autoridades del bando rebelde. En suma, pues, pensamos que durante la con-
flictiva década de los treinta, el particular uso que hicieron del poder municipal 
los distintos grupos de las comunidades r\irales, contribuyó al ahondamiento 
del fenómeno de polarización social, convirtiéndose los ayuntamientos en ins-
tancias políticas y administrativas vertebradoras de las múltiples luchas agrarias 
desencadenadas en este período. 

1. lA CRISIS DEL CACIQUISMO Y DEL SISTEMA OLIGÁRQUICO LIBERAL EN 
LA ALTA ANDALUCÍA 

Las características mostradas por las estrategias productivas que adoptaron 
las oligarquías rurales andaluzas de cara a la resolución de los efectos de la crisis 
agraria finisecular estuvieron revestidas de una naturaleza esencialmente con-
servadora. Se optó por la implantación de soluciones puramente extensivistas, 
que ampliaron la frontera agraria al intensificarse el recurso a los cultivos tradi-
cionales —oHvo y cereales, preferentemente (Gehr, 1988; Jiménez Blanco,}., 
1986 y Garrabou, R., 1986)—. Resultaron de esta manera preteridas otras so-
luciones más audaces y de claro contenido modernizador, tales como la susti-
tución de los cultivos tradicionales por cultivos industriales y alternativos, la 
incipiente mecanización de los procesos de trabajo agrícolas o la sustitución 
progresiva de insumos y fertilizantes orgánicos o de origen natural por otros 
abastecidos por la naciente industria qxiímica. Las medidas proteccionistas ar-
bitradas desde las instancias políticas estatales y la situación hegemónica y pri-
vilegiada detentada por las oMgarquías rurales privilegiadas permitieron, de una 
parte, el mantenimiento artificial de precios remuneradores para los cultivos 
tradicionales, y de otra la ampliación de superficies cultivadas a costa de la pri-
vatización constante de espacios montuosos, forestales y de integración agro-
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silvo-pastoril de anterior aprovechamiento comunal o vecinal (Cobo, F; 
Cruz, S. y González De Molina, M., 1992). 

De esta forma, el capitalismo agrario arcaico prevaleciente en la Alta An-
dalucía apenas experimentó modificaciones sustanciales. Continuó siendo un siste-
ma de explotación y uso de la tierra y los recursos naturales asentado básicamente 
sobre una economía orgánica que requería insumos proveídos por la tierra, el agua, 
los fertilizantes naturales, las energías renovables y la mano de obra campesina o 
jornalera (González De Molina, 1993). 

Asimismo, la situación del campesinado altoandaluz experimentó algunas 
modificaciones en el tránsito de los siglos XIX al XX. De una parte, la privati-
zación de uso y jurídica de amplios espacios agrarios de anterior aprovecha-
miento común, mayoritariamente en beneficio de los intereses de las minorías 
rurales privilegiadas, constriñó seriamente las posibilidades de obtención de 
bienes necesarios para la reproducción de los grupos familiares campesinos de 
la forma en que había sido frecuente desde mucho tiempo atrás (Cobo, R; 
Cruz, S. y González De Molina, M., 1992). Esto último condicionó una mayor 
dependencia del campesinado del mercado capitalista en expansión, de tal for-
ma que muchos de los bienes y servicios que antes se apropiaba mediante su 
directa extracción de los montes y espacios comunales, ahora debía lograrlos 
en el mercado. De otra parte, la expansión de las superficies cultivadas y la pri-
vatización creciente de la tierra disponible —^resultante de la superación de la 
crisis agraria gracias al empleo de fórmulas extensivistas y conservadoras— di-
ficultaron sobremanera las estrategias campesinas tradicionales para asegurarse 
el uso de la tierra —arrendamiento, aparcería, pequeña propiedad, etc.— La 
conjunción de las circunstancias descritas se tradujo en un incremento de las 
relaciones salariales y de contratación de la mano de obra entre el conjunto de 
los grupos sociales rurales altoandaluces, pero muy especialmente entre el campe-
sinado, de un kdo, y los medianos y grandes propietarios y arrendatarios agrícolas, 
de otro. El fenómeno de la sakrización y de la mercantüización progresiva de las 
economías campesinas condujo hacia la .nodificación gradual de los compor-
tamientos conflictivos, al ahondamiento ae las segmentaciones horizontales de 
la estructura social rural y al reforzamiento de las reivindicaciones salariales 
sostenidas por conjuntos cada vez más ampMos del campesinado (Cruz Arta-
cho,S., 1994). 

Así pues, los viejos alinearnientos verticales que sostenían las relaciones de 
patronazgo y clientelares entre oligarquías rurales y grupos de campesinos po-
bres y jornaleros, se fueron debilitando a medida que transcurrían las primeras 
décadas del siglo XX y surgían, con fuerza hasta entonces desconocida, los sin-
dicatos de obreros agrícolas de signo izquierdista e incluso revolucionario 
(Calero, A.M., 1979; Díaz Del Moral,]., 1979 y Cruz Artacho, S., 1994). 

Ante esta nueva realidad, la respuesta de las clases patronales consistió en 
la protección de sus intereses mediante el estricto control de los poderes mu-
nicipales, para desde ellos asegurar la reproducción de las nuevas condiciones 
sobre las que se asentaba la explotación de la mano de obra, teniendo en cuenta 
que este último factor continuaba siendo decisivo en la organización de la pro-
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ducción agrícola altoandaluza. Desde los ayuntamientos, las oligarquías rurales 
continuaron asegurándose un favorable reparto de las cargas impositivas, una 
asignación satisfactoria de los aprovechamientos forestales y de montes, la ob-
tención de fuentes energéticas indispensables para la puesta en marcha de los 
procesos de trabajo, y, por último, un fuerte discipHnamiento del mercado la-
boral, en una coyuntura decisiva en que el campesinado edificaba instrumentos 
de resistencia cada vez más poderosos (Cobo, F. y otros, 1992). 

Las etapas altamente conflictivas de los primeros años del siglo XX y el lla-
mado «trienio bolchevique» obligaron a los patronos agrícolas a reforzar sus 
estrategias caciquiles para seguir controlando los ayuntamientos, contando, eso 
sí, con el concurso inestimable de las fuerzas del orden dirigidas desde el estado 
central. El empleo generalizado de la violencia y la utilización marcadamente 
de grupo o de clase de los ayuntamientos, convirtieron a las prácticas caciquñes 
en expresiones consustanciales a la defensa de los intereses de las minorías do-
minantes en cada pueblo o ciudad de la Alta Andalucía. 

Sin embargo, y pese a la transitoria adopción de una forma de gobierno 
dictatorial que a partir de 1923 reforzó las posiciones de dominio de la burgue-
sía agraria en el ámbito de sus dificultosas relaciones con el campesinado en 
Andalucía, la crisis del sistema caciquil resultó inevitable cuando, desde 1931, 
una nueva correlación de fiaerzas sociales, y la instalación en el poder del estado 
de un nuevo bloque de clases posibilitaron la proclamación de un régimen po-
lítico democrático y parlamentario. 

2. EL CONTROL CAMPESINO Y POPULAR DE LOS AYUNTAMIENTOS 
DURANTE LA CRISIS DE LOS AÑOS TREINTA 

Una vez concluida la experiencia dictatorial, las funciones básicas del poder 
local permanecieron casi inalteradas. En torno al poder local se habían articu-
lado, desde mucho tiempo atrás, las pugnas entre los distintos grupos sociales 
rurales en torno al aprovechamiento de la tierra y la definición de modelos es-
pecíficos de gestión económica y aprovechamiento de los recursos agrícolas y 
naturales. 

La experiencia jornalera y campesina en torno a los ayuntamientos en el 
pasado —especialmente durante la etapa de crisis del caciquismo— había re-
sultado, pues, decisiva. La II República significó la fusión de una situación ca-
racterizada por el reconocimiento e impulso de los órganos sindicales y 
políticos de resistencia campesina frente al capitalismo agrario, por una parte, 
y la existencia de los a3nintamientos como instancias reguladoras de la vida lo-
cal y con amplias atribuciones en todo lo concerniente a la organización de los 
factores productivos, regulación del mercado de trabajo y establecimiento de pau-
tas ordenadoras de las relaciones productivas entre jornaleros y patronos agrícolas, 
por otra. 

A esto último debe añadirse la existencia de una aguda crisis agraria, en medio 
de la cual los patronos precisaron una absoluta constricción del poder campesino 
para hacer frente a sus efectos (Cobo Romero, R, 1992; Palafox, J., 1991 y 

liispania, LIX/1 , n ú m 201 (1999) 75-96 

(C) Consejo Superior de Investigaciones Científicas 
Licencia Creative Commons Reconocimiento (CC-BY) 4.0 Internacional

http://hispania.revistas.csic.es



8 0 FRANCISCO COBO ROMERO 

Hernández Andreu, J., 1980). Para la realización de tal logro, el control de los 
ayuntamientos volvió a convertirse en crucial, pero al mismo tiempo, la fortaleza 
poMtica y sindical del campesinado —^particularmente de los jornaleros— y su de-
terminación por implantar pautas de comportamiento económico próximas a los 
ideales insertos en su «economía moral» (Thompson, E.P., 1971 y 1986), motivaron 
un fuerte posidonamiento político de los jornaleros y campesinos pobres en torno 
a los poderes locales. Los colectivos rurales de cada comunidad de la Alta Andalu-
cía se polarizaron enormemente durante los años del primer bienio republicano, 
pues los campesinos se sintieron fuertemente sensibilizados por las propuestas re-
formistas —^muy próximas a las reivindicaciones tradicionales del campesina-
do— de las izquierdas, mientras que los patronos, deseosos de restaurar el viejo 
orden de cosas —caciquü y oligárquico— para hacer frente satisfactoriamente 
a la crisis, se sintieron agredidos por el régimen republicano y por las nuevas 
autoridades municipales de izquierdas, a las que consideraban incapacitadas 
para el ejercicio del poder. La lucha en torno a los ayuntamientos mostró ras-
gos de marcada diferenciación ideológica, política y social; surgió del profundo 
distanciamiento entre jornaleros y campesinos pobres de una parte, y patronos 
agrícolas acomodados, de otra, que se inició con la resolución de la crisis agra-
ria finisecular, pero que se agudizó profundamente en una situación de liberta-
des políticas formales y fortalecimiento extremado de las organizaciones 
campesinas. Los patronos intentaron recuperar el poder local para reconducir 
la situación económica y social de los pueblos y comarcas altoandaluzas en el sen-
tido del reforzamiento de las prácticas del capitalismo agrario y del mercado. Ante 
el fracaso registrado por esta tentativa a partir de febrero de 1936, la gran patronal 
agraria altoandaluza, habiendo logrado —^mediante fenómenos de cooptación 
ideológica— el apoyo de algunas fiacciones del campesinado propensas hacia un 
cambio político que reintrodujese disciplina y orden en el mercado laboral y apaci-
guase a buena parte de los jornaleros, comenzó a optar decididamente, hacia la pri-
mavera de 1936, por soluciones autoritarias cuando no claramente fascistas. Los 
orígenes de la guerra civil en Andalucía, pueden hallarse en la forma particular en 
que se resolvió un complejo enfrentamiento de posiciones sociales que revistió 
múltiples caracteres, pero que sin duda alguna se articuló, en muy buena medida, a 
través de los ayuntamientos. 

2.1. Alcaldes de izquierda «versus» orden patronal 

La proclamación del régimen republicano en abril de 1931, suscitó, sin lu-
gar a dudas, expectativas entre ampHos colectivos rurales de la Alta Andalucía, 
hasta el extremo de que importantes sectores del campesinado llegaron a iden-
tificar plenamente la esencia democrático-parlamentaria de que se hallaba in-
vestida la II RepúbUca con un nuevo «status» jurídico-político que, por 
primera vez, venía a confirmar la posibilidad de una futura edificación de la 
anhelada «economía moral» campesina. 
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El proceso político aperturista inaugurado con la República pronto se vio 
seriamente obstaculizado por dificultades de naturaleza económica y política, 
que suscitaron no pocos enfrentamientos. La crisis económica, aún cuando sus 
manifestaciones más perniciosas se mostrasen considerablemente atenuadas 
en nuestro país, debido al particular «atraso» de nuestras estructuras producti-
vas, repercutió muy desfavorablemente sobre el sector de exportación de pro-
ductos agrícolas (Hernández Andreu, J., 1980). El acusado descenso de los 
precios del aceite y del trigo (sin mencionar las reducciones en el valor de mer-
cado experimentadas por otros cultivos ampliamente representativos de la 
agricultura mediterránea) colocó a numerosas explotaciones agrícolas, general-
mente regentadas por medianos y grandes propietarios y arrendatarios, en si-
tuaciones francamente deficitarias (Garrido González, L., 1990 y Cobo 
Romero, R, 1992). La pérdida de rentabilidad de la gran propiedad agrícola, 
provocó entre la clase patronal actitudes enconadas en favor de la sujeción ab-
soluta de la mano de obra campesina a fin de lograr su inmediata sobreexplo-
tación. Teniendo en cuenta que la vía de la mecanización de las explotaciones 
agrícolas se hallaba obstaculizada desdé 1931 ó 1932 por una aguda resistencia 
campesina, los titulares de las medianas y grandes explotaciones agrícolas op-
taron por la adopción de mecanismos económicos que garantizasen el incre-
mento de la plusvalía absoluta, para hacer frente de manera efectiva a la 
disminución de beneficios causada por las constricciones del mercado externo 
de productos y la imparable disminución del valor de lo cosechado (Cobo Ro-
mero, E, 1992). 

La legislación social reformista del primer bienio (1931-1933) reforzó el 
papel de los Ayuntamientos en la regulación del mercado de trabajo, hasta el 
extremo que la utilización «de clase» del poder local que hizo el campesinado, 
a través de sus representantes, desarticuló abiertamente las relaciones de domi-
nación existentes hasta ese momento en el mundo rural altoandaluz. Mediante 
el decreto de 7 de mayo de 1931, denominado de Laboreo Forzoso (elevado a 
Ley el 23 de Septiembre de 1 931), los propietarios agrícolas quedaban obliga-
dos a cultivar sus tierras según los «usosy costumbres» de buen labrador, incluyén-
dose en su articulado la amenaza implícita, a cuantos incumpHesen sus 
disposiciones, con el arrendamiento de sus propiedades a los colectivos de 
obreros agrícolas legaknente constituidos. La aplicación de tal decreto permitía 
la creación de las Comisiones Técnicas de Laboreo Forzoso, las Juntas Locales 
Agrarias y las Comisiones de Policía Rural. Todas ellas se encargaban de dicta-
minar el cuadro de labores imprescindibles en cada zona, así como de la super-
visión del grado de cumplimiento de lo prescrito por las disposiciones sobre 
Laboreo Forzoso. Tanto las Juntas Locales como las Comisiones de Policía Ru-
ral estaban presididas por el alcalde de la localidad donde estuviesen radicadas. 
A eUas correspondía la determinación de la urgencia conferida a ciertas labores, 
atiibuyéndose a tales cuerpos funciones de asignación de campesinos en situa-
ción de paro forzoso, para su colocación temporal en aquellas fincas donde se 
estimase oportuna la realización de tales faenas. Y todo eUo aun a pesar de que 
el titular (propietario, arrendatario, etc.) de las mismas se abstuviese de cumplir 
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lo preceptuado por los órganos centrales y provinciales encargados de la efec-
tiva ejecución de la Ley. De esta forma, los propietarios y arrendatarios rurales 
venían obligados a dar empleo, a lo largo del año, a un número concreto de 
campesinos en las fincas por ellos regentadas, con lo cual se diluían enorme-
mente los lazos de dependencia económica que de manera tradicional habían 
ligado al campesinado frente a los propietarios acomodados de extensas co-
marcas de la Alta Andalucía. Ello provocó, como era de esperar, una abultadí-
sima oleada de protestas patronales, que denotaban la virulenta oposición, 
mostrada por los miembros de las clases sociales rurales privñegiadas, hacia las 
disposiciones legislativas de los gobiernos reformistas del primer bienio. 

Para hacer frente al acuciante problema del paro forzoso en la agricultura, 
se sustituyeron los decadentes alojamientos por un sistema tributario, cuya recau-
dación era destinada a la edificación de un fondo orientado hacia la subvención 
de aquellas obras públicas que absorbiesen mano de obra en situación de de-
sempleo (Malefakis, E., 1982 y Collier, G.A., 1997). El recargo impositivo, ges-
tionado por los Ayuntamientos, se establecía en una décima parte de las 
contribuciones territorial e industrial, siendo su ámbito de apHcación, en un 
principio, las provincias andaluzas y extremeñas. Simultáneamente, se conce-
dieron ayudas económicas especiales a los pueblos para que fuesen distribuidas 
entre los desocupados. Al mismo tiempo, la regulación de la contratación de 
trabajadores, cualesquiera que fuese su naturaleza profesional, apareció mate-
rializada tras la promulgación de la Ley de Colocación Obrera de 27 de No-
viembre de 1931. En la misma se establecía la creación de una red de Oficinas 
de Colocación municipales, provinciales, mancomunadas o regionales, someti-
das a la inspección de Comisiones integradas por representaciones patronales 
y obreras, a las que se añadiría una «(...) representación de personalidades com-
petentes, pertenezcan o no a la Administración Pública, nombradas a propues-
ta de las respectivas entidades por el Ministerio de Trabajo y Previsión». En 
todos los casos, el presidente de las Comisiones Inspectoras de las oficinas de 
colocación, debía ser un obrero, designado mediante acuerdo de los miembros 
componentes de las mismas. Si no se obtuviese tal acuerdo, sería nombrado 
por el Ministerio de Trabajo, previa presentación de ternas por cada una de las 
representaciones profesionales y por el Delegado de Trabajo provincial. Se dic-
taba, asimismo, la creación de un registro municipal, radicado en las Alcaldías 
de los Ayuntamientos, con las inscripciones diarias de las ofertas y demandas 
de trabajo. En las cabeceras de partido judicial, las capitales de provincia y en 
aquellas localidades más importantes de cada provincia donde se considerase 
oportuno, se crearían oficinas de colocación, con las necesarias secciones para 
los diversos ramos de la agricultura, la industria, el comercio o las actividades 
profesionales domésticas. De esta forma, la inscripción de los trabajadores 
agrícolas en paro, así como su contratación por los propietarios rurales, co-
menzaban a constituirse en relaciones económicas y jurídicas entre las clases 
sociales rurales controladas, en muy buena medida, por los miembros de los 
grupos sociales rurales populares a través de sus representantes políticos loca-
les. La supervisión por parte de los alcaldes izquierdistas, y de las sociedades 
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obreras agrícolas, de los registros de inscripción de campesinos parados (co-
múnmente denominados Bolsas de Trabajo), y la obligatoriedad que recaía so-
bre los patronos para que contrataran a los trabajadores que necesitasen, 
solicitándolos de las oficinas municipales de colocación obrera, y respetando 
rigurosamente el orden de inscripción de parados en la Bolsa de Trabajo, se 
convertirían, a medida que progresaba el fortalecimiento de las instituciones 
republicanas, en realidades contestadas con ñrecuente acritud por las clases so-
ciales rurales dominantes. Sobre todo, porque estas últimas perseguían, ante 
todo, mantener viejas situaciones de privñegio en la contratación, mediante la 
marginación sistemática de los campesinos más declaradamente vinculados a 
las organizaciones políticas y sindicales de izquierda (Garrido González, L., 
1987 y Cobo Romero, F, 1992). 

Los alcaldes, en su mayoría de izquierda durante el transcurso del primer 
bienio republicano ^ y vinculados estrechamente a las exigencias y reivindica-
ciones de toda índole procedentes del campesinado, interferían continuamente 
en las relaciones económicas entre campesinos y propietarios agrícolas acomo-
dados. Las primeras autoridades municipales dictaban a menudo bandos pro-
hibiendo el uso de maquinaria agrícola, fijando especiales condiciones de 
trabajo en el campo o resolviendo contenciosos laborales en favor del campe-
sinado. En su calidad de representantes directos de los máximos responsables 
provinciales en la resolución de desavenencias surgidas en las relaciones labo-
rales en el campo, en aquellas localidades donde no existían Jurados Mixtos del 
Trabajo Rural, los alcaldes entendían de múltiples asuntos referidos al cumpli-
miento de lo acordado en las Bases reguladoras de las labores agrícolas. En este 
sentido, resolvían fiírecuentemente en favor de los jornaleros y campesinos pobres 
siempre que los patronos se negaban a cumpHr alguno de los acuerdos estipulados 
en los documentos oficiales aprobados por los Jurados Mixtos. En muchas ocasio-
nes durante el primer bienio, los alcaldes socialistas de ks provincias de Jaén y Gra-
nada, presidieron comisiones arbitrales que, bajo la supervisión de los 
presidentes de los Jurados Mixtos, elaboraron acuerdos entre patronos y traba-
jadores rurales de cara a la regulación de las condiciones de trabajo en el cam-
po. En muchos casos analizados, la presión de las organizaciones campesinas, 
y la activa labor mediadora del alcalde en favor de los intereses de estas últimas, 
arrojaron acuerdos locales sumamente beneficiosos para el campesinado en su 
conjunto. 

^ Tras las elecciones municipales de 12 de abril de 1931, las candidaturas republicano-so-
cialistas obtuvieron el 64,3% de los concejales electos en la provincia de Jaén. Tras la repetición, 
en abril de 1933, de las elecciones locales en aquellos municipios donde en abril de 1931 se ha-
bía aplicado el artículo 29 de la entonces vigente Ley Electoral, los candidatos socialistas —que 
ahora acudían en solitario— vencieron ampliamente. C£ COBO ROMERO, R , (1992; 234 y 240). 
Por lo que respecta a la provincia de Granada, en mayo de 1932 los ayuntamientos controlados 
por las izquierdas alcanzaban en algunas comarcas porcentajes situados entre el 60 y el 80 por 
cien del total de municipios ubicados en ellas. Cf. LÓPEZ MARTÍNEZ, M . (1995; 235). 
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Durante el primer bienio republicano, las Casas del Pueblo y los centros 
obreros locales, se habían convertido en lugares de reunión periódica de los 
campesinos organÍ2ados más conscientes de cada localidad, donde se efectua-
ba un cotidiano intercambio de experiencias, y donde se solidificaba diariamen-
te una vivencia colectiva asentada sobre el conocimiento mutuo de los 
conflictos y actos de resistencia protagonizados por los jornaleros conti'a los 
patronos agrícolas más reacios al cumplimiento de lo dispuesto en la legisla-
ción reformista (Cobo Romero, E, 1992). Las directivas de las Casas del Pue-
blo, que hacia 1933 existían en la práctica totaUdad de los pueblos de la 
Andalucía Oriental — ŷ muy preferentemente en las comarcas de predominio 
de la gran propiedad de las provincias de Granada y Jaén ^— integradas mayo-
ritariamente por aquellos campesinos más activos, permanecían en un constan-
te entendimiento con los alcaldes y concejales socialistas —o simplemente de 
izquierdas— de la respectiva localidad donde aquéllas estuviesen radicadas. 
Desde estas instancias se sugerían las decisiones adoptadas por las primeras au-
toridades locales de cara a la resolución de los múltiples enfrentamientos sos-
tenidos por las clases sociales rurales (López Martínez, M., 1995 y Cobo 
Romero, E, 1992). 

Puede afirmarse que los dos bastiones más firmes sobre los que se instala-
ba la influencia campesina local durante la mayor parte de la etapa republicana 
anterior a la guerra civñ fiaeron los ajmntamientos y las sociedades obreras agrí-
colas de cada localidad. En torno al ayuntamiento y las casas del pueblo se aglu-
tinaban la mayor parte de los jornaleros y campesinos de izquierda más conscientes, 
y desde aUí articulaban sus prácticas de lucha contra el sesgo predominantemente 
patronal, mercantiMsta y capitalista que habían adquirido las relaciones entre los 
grupos sociales rurales durante la etapa de crisis agraria de fines de la década de los 
veinte y principios de la de los treinta. 

Así pues, desde los Ayuntamientos, el campesinado (y muy especialmente 
los jornaleros organizados) ejerció una constante labor de vigilancia en torno 
al estricto cumplimiento pattonal de la legislación laboral reformista del primer 
bienio. Las Corporaciones Municipales controladas por el PSOE y la FNTT se 
convirtieron en firmes baluartes de la defensa de los intereses materiales y cul-
turales del campesinado pobre y los jornaleros. De esta forma, se vio seriamen-
te amenazada la continuidad del viejo edificio rural, diseñado en consonancia 
con las necesidades de reproducción de la gran propiedad rústica. Por eUo el 
mayor empeño de la pati'onal y sus asociaciones consistió, a medida que avan-
zaba la experiencia republicana, en el desalojo de los Ayuntamientos de todos 
los representantes de izquierda del campesinado. Una vez que se hubo instalado en 
el poder central del Estado una nueva coalición de ñierzas políticas conservadoras 

^ Según los datos aportados por Mario LÓPEZ (1995; 200), en el año 1933 existían en la 
provincia de Granada 202 sociedades obreras de campesinos adscritas a la FNTT ugetista, sien-
do el total de localidades existentes en la provincia en aquel entonces de 201. Todo parece in-
dicar que la red de organizaciones campesinas ugetistas se extendió a lo largo de toda la 
geografía provincial. 
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y agraristas desde noviembre de 1933, la patronal inició una amplia ofensiva 
contra los Ayuntamientos de izquierda. A lo largo del año 1934, y sobre todo 
tras el fracaso de la huelga campesina de junio y las tímidas manifestaciones de 
descontento de octubre de ese mismo año, fueron destituidas la práctica tota-
lidad de las Corporaciones Municipales andaluzas regentadas por alcaldes de 
izquierda, y sustituidas por Comisiones Gestoras presididas por notables locales 
vinculados a los intereses agrarios de la gran patronal, o por miembros destacados 
de los partidos republicanos conservadores (Partido Republicano Radical, CEDA) 
o netamente agraristas (López Martínez, M., 1995 y Cobo Romero, E, 1992). 

Durante el período de reacción patronal y agrarista, desplegado a lo largo 
de los años 1934 y 1935, los alcaldes y concejales derechistas reimplantaron 
prácticas de control social que, no solamente ahondaron las graves fisuras 
que ya mostraba la estructura social de numerosas comunidades rurales, 
sino que asimismo prefiguraron buena parte de los hábitos de poder oligár-
quico que se harían efectivos mediante la implantación del régimen franquista 
en Andalucía. 

Las clases patronales definieron una estrategia de recuperación del perdido 
control sobre los Ayuntamientos, entendidos como piezas administrativas con 
funciones primordiales de regulación de las relaciones laborales con el campe-
sinado. Desde las Corporaciones locales, los patronos pretendían también re-
construit el entramado de mecanismos de control social, ideológico y cultural 
que asegurasen la reedificación de las condiciones materiales y «extramateria-
les» garantizadoras de la reproducción de las funciones económicas de la gran 
propiedad rústica. 

La amalgama de todo este variado conjunto de factores, propició el adve-
nimiento de una etapa histórica —la de los primeros años treinta— caracteri-
zada por la progresiva radicaüzación de las posturas del campesinado, en 
defensa de sus aspiraciones en torno al ubre uso y aprovechamiento de la tierra, 
y el consiguiente incremento de las luchas y confrontaciones entre las clases so-
ciales rurales. 

La victoria del Frente Popular, la reconstitución de los órganos de resisten-
cia del campesinado, y el regreso a los Ayuntamientos de los representantes 
campesinos de izquierda, inauguraron una nueva etapa donde el clamor unáni-
me de las clases rurales subordinadas se traducía en la exigencia de la colectivi-
zación de la tierra, y la radical transformación de las relaciones de producción 
aún subsistentes. 

2.2. La coyuntura bélica. El control jornalero del poder local 

La guerra civñ de 1936 introdujo cambios sustanciales en la economía, la 
vida poHtica y los comportamientos de los habitantes de los pueblos y ciudades 
de las comarcas rurales altoandaluzas que permanecieron leales a las autorida-
des republicanas. Las transformaciones fueron especialmente significativas en 
el ámbito de las pautas culturales, ideológicas y materiales que regían las rela-
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clones entabladas entre los diferentes grupos sociales. Durante los primeros 
meses del conflicto, la vida cotidiana de innumerables pueblos experimentó 
una profunda alteración. Los grupos sociales privilegiados, las oligarquías rura-
les que habían ocupado posiciones dominantes en los ámbitos del poder mu-
nicipal, así como los sectores sociales intermedios que habían contribuido 
tradicionalmente a sostener el edificio de relaciones de dominación y explota-
ción de los ricos propietarios agrícolas sobre el campesinado —especialmente 
sobre los campesinos más pobres y los jornaleros—, comenzaron a padecer, 
después de las convulsiones políticas y sociales del verano de 1936, una situa-
ción de persecución y marginación, e incluso algunos destacados derechistas 
ñieron violentamente exterminados. 

En la práctica totalidad de los pueblos de Andalucía Oriental se registraron 
actos revolucionarios, mayoritariamente protagonizados por grupos de jorna-
leros, o de integrantes de los sectores más humildes de la sociedad rural, que 
perseguían de esta forma la iastauración de un nuevo orden económico y polí-
tico, que impidiese el regreso a situaciones históricas precedentes. Los saqueos 
de las viviendas de los ricos propietarios agrícolas, así como de los jueces mu-
nicipales, abogados u otros iadividuos identificados con el viejo orden caciquü 
sobre el que se sostuvo el sistema predominante de la gran propiedad rural, 
fueron frecuentes durante los meses de julio a septiembre de 1936. Asimismo, 
el patrimonio histórico-artístico perteneciente a la iglesia católica, identificada 
tradicionalmente por los campesinos andaluces como la defensora de los privi-
legios de los ricos propietarios de la tierra, fue expoliado, o sencillamente des-
truido, en actos de euforia colectiva que pretendían simbolizar el final de un 
largo período histórico de dominio indiscutido de los grupos sociales que mo-
nopoHzaban la tierra y la mayor parte de los recursos económicos disponibles 
(Cobo Romero, R, 1994). 

Junto a estos actos de reafirmación de una voluntad colectiva de transforma-
ción, se procedió, a través de un esfuerzo de conducción de los deseos de cambio 
del campesinado, desplegado por los partidos y centrales sindicales de izquierda, a 
una extensa labor colectivizadora y de normalización de la vida cotidiana en la reta-
guardia leal. A impulsos del Partido Socialista, el Partido Comunista y la Unión Ge-
neral de Trabajadores, se procedió a la constitución de múltiples comités, bajo la 
dirección del Ayuntamiento o del Comité Local del Frente Popular. Estos comités 
significaron k encarnación de la nueva relación de fuerzas establecida en extensas 
zonas rurales, y sin lugar a dudas fueron controlados mayoritariamente por los jor-
naleros o los campesinos pobres, asistidos de algunos ottos miembros de los sectores 
populares (Quirosa-Cheyrouze, R., 1986 y Gil Bracero, R., 1995). 

Paralelamente a la constitución de comités de abastecimientos, transportes, 
orden público, etc., el Partido Socialista Obrero Español, la Unión General de 
Trabajadores, el Partido Comunista de España y la Confederación Nacional del 
Trabajo realizaron una intensa labor colectivizadora de las grandes propiedades 
agrícolas abandonadas por sus antiguos propietarios, o sencillamente expropiadas. 

Durante los años 1937, 1938 y 1939, a iastancias sobre todo del Partido 
Comunista y del sector centrista del Partido Socialista, se asistió en tierras de la 
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Alta Andalucía — âl igual que ocurriera en el resto de la retaguardia republicana— 
a un gradual proceso de normalización política, institucional, económica y social. 
Los comités populares perdieron relevancia ante la superior capacidad adininistra-
tiva adquirida desde comienzos de 1937 por los consejos municipales —donde es-
taban integrados representantes de los distintos partidos y sindicatos del Frente 
Popular— (Gil Bracero, R., 1997 y Quirosa-Cheyrouze, R., 1997). Las colectivida-
des recuperaron la tónica productiva caracterizada por la relativa reimplantación de 
relaciones salariales de producción. Se puso fin a los saqueos, expolios y asesinatos 
indiscriminados. En suma, se desplegó un intensísimo esfiíerzo por edificar una 
economía de guerra, que sirviese a los objetivos ftindamentales concomitantes con 
la organización de un ejército popular capacitado para triunfar en el conflicto. Los 
Consejos Municipales, en sustitución de los múltiples comités populares, 
continuaron encarnando la coalición de fuerzas sociales rurales defensoras 
del nuevo orden rural —campesino y jornalero— instaurado desde los pri-
meros meses del conflicto. 

a) De los actos revolucionarios y otras actuaciones del campesinado 

La enorme fortaleza mostrada por el campesinado altoandaluz a la altura 
del verano de 1936, suponía un elemento francamente desequiHbrador y rup-
turista con respecto a la pervivencia de las condiciones sobre las que permane-
cía edificado el orden rural tradicional, y colocaba en una situación de acusada 
inestabilidad a las relaciones de producción dominantes. 

La guerra civü ocasionó una profunda y violenta transformación de las re-
laciones sociales allí donde fracasaron los intentos de iavolución fascista prac-
ticados por los sectores más tradicionalistas. En la práctica totalidad de las 
comunidades rurales de la Andalucía republicana, los componentes de los 
Ayuntamientos constituidos desde Febrero de 1936 se fusionaron con los Co-
mités Populares, integrados básicamente por miembros de los partidos políti-
cos y sindicatos de izquierda. Estos últimos desplegaron una intensa labor de 
control de la actividad local, hasta el punto de erigirse en auténticos órganos de 
ejecución de medidas de carácter transformador, siempre en beneficio de los 
sectores populares y campesinos y de sus específicos intereses culturales y ma-
teriales. 

En la primera fase de la guerra, los comités populares fueron los auténticos 
dueños de una situación que podríamos calificar de revolucionaria. Practicaron 
detenciones de los propietarios derechistas más destacados, incautaron propie-
dades rústicas y llevaron a cabo colectivizaciones. En muchos casos, los Comi-
tés locales del Frente Popular, constituidos en formas embrionarias de las 
nueva situación del campesinado en la escala política y social de las comunida-
des rurales de la Alta Andalucía, entablaron múltiples vinculaciones —perso-
nales y derivadas de la mutua colaboración en la toma de decisiones acerca de 
los distintos aspectos de la vida económica y social de la comunidad— con los 
ayuntamientos resultantes de la primavera de 1936. La quiebra poHtica del Es-
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tado republicano durante los primeros meses de la guerra civü, produjo una si-
tuación en numerosísimas comunidades rurales altoandaluzas de abierta perse-
cución dirigida contra todos los representantes políticos de la derecha agraria y 
el falangismo, así como de todos aquellos integrantes de las denominadas «cla-
ses de servicio» que habían desempeñado un papel tutelar en la defensa de los 
intereses ideológicos y materiales de la gran patronal agraria. Así pues, el resul-
tado inmediato del desencadenamiento de toda esta serie de acciones no fue 
otro que la constitución de gestoras municipales únicamente integradas por 
miembros de los partidos políticos y sindicatos del Frente Popular. A este últi-
mo fenómeno, hay que añadir el espontáneo surgimiento de múltiples comités, 
encargados de canaHzar las inquietudes poHticas y económicas manifestadas 
por ampHos colectivos populares hegemonizados por el campesinado o sus 
más conscientes portavoces. Lo que se produjo a partir de juHo de 1936 en la 
práctica totalidad de los pueblos de la Alta Andalucía fue la fusión entre ayun-
tamientos frentepopuHstas y comités populares. Los alcaldes, en muchos casos, 
se sintieron profundamente comprometidos e identificados con los acuerdos 
adoptados en el seno de los Comités locales del Frente Popular, como prueba 
el hecho de que muchos de ellos actuaban en calidad de primeras autoridades 
locales y presidentes del comité local respectivo (Gñ Bracero, R., 1995 y Cobo 
Romero, F, 1994). 

De esta manera, la fractura política y social significada por el fracaso del in-
tento de golpe de estado derechista en amplias comarcas agrarias de la Anda-
lucía Oriental se tradujo, inmediatamente, en la formalizacion definitiva del 
Ayuntamiento —^respaldado por los comités populares— como la primera ins-
tancia administrativa aprovechada totalmente por el campesinado para aplicar 
su específico modo de entender el aprovechamiento de la tierra y la organiza-
ción económica y política de la colectividad rural. 

Tal y como ponen de manifiesto las fuentes documentales de la época y los 
acuerdos plenarios de los ayuntamientos, durante los primeros meses del con-
flicto, en la práctica totalidad de los pueblos de la Alta Andalucía que perma-
necieron en territorio leal, la mayor parte de las fincas rústicas y las fábricas de 
aceite de los medianos y grandes propietarios agrícolas fueron incautadas y 
puestas bajo el control de los comités populares. Los patinónos y aquellos otros 
destacados individuos que habían permanecido adscritos a la defensa de los va-
lores del orden agrario tradicional, o bien fueron encarcelados o asesinados, o 
bien pudieron burlar el acoso de los más exaltados y lograron escapar hacia la 
zona conti'olada por los rebeldes (Gil Bracero, R., 1995 y Cobo Romero, F , 
1994). El resultado de tales hechos fue el abandono de innumerables fincas y 
explotaciones agrarias, pertenecientes en su mayor parte a los miembros de las 
oligarquías rurales de cada localidad. De esta forma, las tierras, casas y propie-
dades de todo género abandonadas por los huidos o los represaliados, pasaron 
a ser ocupadas y administradas por los recién constituidos comités populares. 
El comité local del Frente Popular —a cuyo frente se hallaba generalmente el 
alcalde izquierdista de cada pueblo o ciudad— y los múltiples comités popula-
res que permanecían inscritos en su órbita de influencia, comenzaron inmedia-
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tamente a administrar los fundos y demás propiedades que los patronos habían 
dejado de gestionar. 

En suma, quedó enormemente reforzado el papel del poder municipal en 
la ordenación y gestión de los recursos materiales, políticos y culturales de la 
comunidad rural, adquiriendo en la coyuntura revolucionaria de los primeros 
meses de la guerra civil, un carácter de verdadero instrumento reformador uti-
lizado por los sectores populares hegemonizados por los jornaleros y el cam-
pesinado en general. 

3. UN TRÁGICO EPÍLOGO. EL RÉGIMEN FRANQUISTA Y EL REGRESO A UNA 
NUEVA SITUACIÓN OLIGÁRQUICA EN LOS AYUNTAMIENTOS 

La trágica experiencia de la guerra, y el reforzamiento extremo del poder 
jornalero y campesino en los ayuntamientos altoandaluces durante el transcur-
so del período 1936-1939, exacerbó aún más las posiciones contrapuestas que 
ya sostenían los grandes grupos sociales rurales desde el inicio de la década de 
los treinta. Debido a esta consolidación del poder campesino en los ayunta-
mientos, muchos ricos patronos, e incluso algunos pequeños propietarios y 
arrendatarios que se habían significado por su actitud antirrepublicana durante 
los meses previos al conflicto, resultaron gravemente dañados en sus intereses 
materiales y seriamente humillados por los colectivos más radicalizados de 
cada pueblo o ciudad. El transcurso de la guerra debilitó paulatinamente la ca-
pacidad productiva de muchas haciendas rústicas, y los trastornos poHticos y 
demográficos que sucedieron inmediatamente a la finalización del conflicto 
configuraron una situación de agudo estancamiento agrario (Cobo Romero, R, 
1996). Terminada la guerra civil, los patronos fiaeron restituidos en sus propie-
dades e intereses una vez que fue implantado el régimen franquista en las co-
marcas rurales altoandaluzas. Pero el enfrentamiento de clases había sido tan 
dramático en los años inmediatamente precedentes, que las viejas oligarquías 
rurales reclamaron su instalación en posiciones de privilegio, al frente de los 
ayuntamientos, para satisfacer sus más sentidos deseos. Entre estos últimos 
destacaremos dos de los más importantes. En primer lugar, el aniquilatniento 
de la red organizativa jornalera y campesina que tanto había perjudicado a los 
patronos durante los años de la república y la guerra civil. Para ello, los ricos 
propietarios rurales se emplearon a fondo en la instrumentaHzación, desde los 
ayuntamientos, de la cruel represión dirigida contra miles de jornaleros y cam-
pesinos pobres. En segundo lugar, la restauración de las condiciones económi-
cas de la producción agraria necesarias para el relanzamiento de la capacidad 
productiva de las haciendas y explotaciones rústicas, para lo cual era requerido 
nuevamente el concurso de los ayuntamientos, ahora dirigidos por una élite ru-
ral heredera del pasado caciquil y oligárquico. El régimen franquista, pues, pro-
porcionó a las nuevas clases directoras del restaurado orden agrario de la gran 
propiedad, los instrumentos políticos locales necesarios para acometer los ob-
jetivos descritos. 
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El final de la guerra, y el consabido triunfo de las tropas rebeldes, trajo con-
sigo la implantación en todo el territorio nacional de un nuevo régimen, müita-
rizado y autoritario, que abrazó las consignas del fascismo y practicó una 
violenta represión sobre los grupos políticos y sindicales representativos de los 
trabajadores industriales y el campesinado de extensas zonas de predominio la-
tifundista y de la gran propiedad agraria. El Nuevo Estado franquista constru-
yó un poderoso entramado institucional, para asegurar su reproducción 
normalizada y su continuidad en el tiempo. Una de las piezas fundamentales 
sobre las que se instalaba el aparato político-institucional del franquismo fue el 
poder municipal. Los ayuntamientos volvieron a erigirse en piezas clave para el 
reagrupamiento de los grupos sociales privilegiados que desde antes de la ins-
tauración del régimen de la II República integraban las coaliciones políticas de-
fensoras del orden económico del capitalismo agrario. En Andalucía, así como 
en otras regiones agrícolas de predominio de la gran propiedad agraria, el po-
der local había sido tradicionaknente, y sobre todo durante la etapa de la Res-
tauración, un instrumento indispensable, empleado por las oligarquías rurales 
para perpetuar su posición de dominio indiscutido sobre el tejido social rural. 
Así pues, no debe resultar extraño que el franquismo, como régimen político 
nacido de una renovada coalición de fuerzas sociales conservadoras que pre-
tendieron la reimplantación de las condiciones históricas garantizadoras del 
modelo específico de desarrollo capitalista español, privüegiara nuevamente el 
poder local como instancia básica para el ejercicio de la represión sobre los 
vencidos, y la reconstrucción del entramado de relaciones de dominación espe-
cífico del sistema agrícola de la gran propiedad (Cazorla Sánchez, A., 1994 y 
Cobo Romero, R, 1996). 

Las comarcas altoandaluzas registraron una elevadísima conflictividad ru-
ral durante el período de la II República. Durante la guerra civü, los logros al-
canzados por el campesinado —^preferentemente por los jornaleros— de cara 
a la unplantación de un nuevo orden social, fueron evidentes. La labor revolu-
cionaria del campesinado de la Alta Andalucía durante el transcurso del con-
flicto civil provocó una sensación de terror y miedo entre numerosísimos 
miembros de la burguesía agraria y sus clases de servicio. Las privaciones de li-
bertad, los asesinatos practicados sobre muchos derechistas o ricos propieta-
rios, la expropiación de las medianas y grandes propiedades rurales, la 
extorsión y el expolio, en fin, causaron enormes trastornos en las vidas y ha-
ciendas de las viejas oligarquías. Todos estos hechos alimentaron un deseo de 
venganza histórica que se tradujo en la adopción de actitudes firmemente vio-
lentas, por parte de los grupos sociales perjudicados por la revolución, una vez 
reinstaurado el viejo orden de cosas. 

Así pues, la naturaleza extremadamente violenta que presenta la represión 
de las autoridades franquistas dirigida contra los sectores populares altoandalu-
ces — ŷ muy especialmente sobre el campesinado— guarda una relación estre-
cha con todo lo acontecido durante la década de los treinta. 

La radicalizada implantación de un nuevo «orden social» agrario, que de-
volvió sus posiciones de predominio a los miembros de la vieja oligarquía rural, 
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permitió asimismo la emergencia de nuevas élites, vinculadas a los instrumen-
tos del poder municipal franquista, o a los múltiples organismos que regularon 
la compleja red de relaciones económicas tejida a partir de los años cuarenta. 

Así pues, la crudeza con que actuaron las nuevas autoridades en las labores 
represivas contra los vencidos guarda una relación directa con el deseo de la 
burguesía rural altoandaluza por implantar una situación de acentuado terror, 
necesaria para la subordinación absoluta de la mano de obra jornalera que pre-
cisaba el proceso de acumulación capitalista reconstruido tras el final de la guerra. 
En la obtención de logros palpables en torno a tal empeño, los ayuntamientos vol-
vieron a significar un objetivo insoslayable para las clases rurales nuevamente do-
minantes, incitando a las oligarquías agrarias hacia la articulación de 
agrupamientos de diversas personalidades locales que posibilitasen la correcta 
utilización —en un sentido de clase o grupo— de los poderes locales. Asimis-
mo, pensamos que los desastres de la guerra civil, pero sobre todo las actuacio-
nes concretas llevadas a cabo por las nuevas autoridades franquistas 
encaminadas a la edificación de un orden institucional anti-izquierdista y anti-
revolucionaño en aquellas comarcas de la Alta Andalucía que habían permanecido, 
a lo largo de casi todo el conflicto, bajo el control de las autoridades republicanas, 
provocaron agudas constricciones sobre el desenvolvimiento normalizado de la 
vida económica y social y auspiciaron el reforzamiento del carácter periférico de la 
economía predominantemente agraria de buena parte de k Andalucía Oriental. En 
este sentido, la profionda crisis demográfica registrada en amplias comarcas agrico-
las durante el periodo iniciado a partir de 1939, tiene mucho que ver con el excesivo 
reglamentismo en materia económica, la subordinación de la agricultura a ks nece-
sidades de k industria —^instakda en regiones lejanas a Andaluck-, el sometimien-
to de los sectores populares a leoninas condiciones de existenck, y, en fin, k merma 
considerable —^pobkcional y de mano de obra disponible— provocada por ks eje-
cuciones llevadas a cabo por los tribunales militares o el encarcelamiento masivo de 
jornaleros, campesinos pobres u otros miembros de los sectores sociales más hu-
mñdes. 

Las provincias de Jaén, Granada o Almería, acentuaron su carácter perifé-
rico dentro del ordenamiento conjunto del capitalismo español, reforzando su 
especiaHzación en actividades primarias o puramente agrícolas. A esta intensi-
ficación del fenómeno periferizador contribuyó k labor de las nuevas autorida-
des franquistas, que persiguiendo el objetivo de restituir a la burguesía agraria 
su antigua posición prevalente, posibilitaron el incremento notabüísimo de las 
ganancias capitalistas en las explotaciones agrarias, gracias a la congelación sa-
larial y la destrucción de los instrumentos poKticos y sindicales de defensa de 
los grupos populares y el campesinado. La abundancia de la mano de obra agrí-
cola, así como su baratura, prefiguraron una situación de ventajas comparativas 
acusadamente favorecedoras de la inversión en la agricultura, y el desprecio de 
otras orientaciones inversoras destinadas a la extensión de una mínima red in-
dustrial. 

Tras la victoria franquista, los ayuntamientos recuperaron su condición de 
baluartes indispensables de las clases dominantes, empleados en la consolida-
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ción de su posición de dominio económico, político e ideológico sobre el resto 
de la sociedad mediante reparto de prebendas, asignación de recursos, regula-
ción del mercado de trabajo, distribución desigual de las cargas impositivas, etc. 

Igualmente desde los ayuntamientos la oligarquía local controlaba política-
mente al campesinado imponiendo una férrea disciplina, castigando severa-
mente a los sospechosos de desobediencia al nuevo régimen y condenando, en 
suma, a la postergación y a la miseria a los campesinos de izquierda y sus más 
directos familiares. Sin duda, el poder local fue uno de los cimientos para cons-
truir el nuevo edificio de la dominación política del franquismo. Los múltiples 
actos de naturaleza represiva del régimen contaban con el concurso indispen-
sable de las corporaciones locales, por lo que, nuevamente, su control por parte 
de la oligarquía dominante se tornaba de todo punto imprescindible. 

Al menos en tres frentes decisivos orientaron su actividad las nuevas auto-
ridades municipales franquistas: 

1 ) En el ámbito correspondiente a las tareas de represión, condena, en-
carcelamiento o coacción dirigidas, en su mayoría, contra aquellos miembros 
del campesinado que mostraron un comportamiento revolucionario o decidi-
damente antipatronal durante el período histórico inmediatamente precedente. 

2) En la esfera de la asignación de recursos materiales y productivos a los 
tradicionales grupos sociales dominantes, a fin de restablecer su posición privi-
legiada en el acceso y la utilización de los medios de producción aseguradores 
de su destacada posición de privilegio. 

3) En lo concerniente a la utilización, con un sentido «de clase o grupo», 
de cuantos instrumentos administrativos hiciesen posible el disciplinamiento 
del mercado de trabajo, factor indispensable en la recuperación de la rentabili-
dad de las explotaciones agrícolas (Cobo Romero, R, 1996). 

En el primero de los espacios de actuación delimitados, los Ayuntamientos, 
y muy especialmente la figura de los nuevos alcaldes (en la mayoría de los casos 
pertenecientes a la vieja oligarquía agraria o a los cuadros dirigentes de Falange 
Española Tradicionalista y de las J.O.N.S.), colaboraron estrechamente con las 
autoridades militares en las labores de depuración y exterminio de los conside-
rados enemigos del Nuevo Régimen. En la práctica totalidad de las cabeceras 
de partido judicial, constituyéronse Juzgados de Instrucción y Tribunales Mili-
tares Especiales que incoaron expedientes sancionadores contra cientos de 
campesinos y miembros de los sectores sociales populares, inculpados del de-
Hto de rebelión o de usurpación indebida de las propiedades rústicas de los ri-
cos hacendados locales. La conjunción de las fuerzas de la Guardia Civil, las 
autoridades municipales y la dirección local de Falange hicieron posible el en-
carcelamiento de miles de campesinos y su posterior enjuiciamiento. El alcalde 
se constituyó asimismo en figura destacada en la colaboración con los Tribuna-
les Regionales de Responsabilidades Políticas, al emitir un gran número de in-
formes socio-políticos contra los considerados contrarios al régimen o reacios 
a los dictámenes de las nuevas autoridades. 

Los Ayuntamientos franquistas recuperaron una gran parte de las atribu-
ciones de que gozaban, antes de la proclamación de la II República, en materia 
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de distribución de recursos. La tarea más importante desempeñada por las au-
toridades municipales franquistas consistió en la intervención administrativa y 
posterior devolución a sus antiguos titulares de las tierras, enseres y medios téc-
nicos de producción expropiados por el Instituto de Reforma Agraria o incau-
tados por los Comités Populares y Colectividades Agrícolas que proliferaron 
durante el transcurso de la guerra. Las Juntas Municipales de Recuperación 
Agrícola, adscritas al Servicio Nacional de Recuperación Agrícola y dependien-
tes del Servicio Nacional de Reforma Económica y Social de la Tierra, desple-
garon una intensa labor de restauración del patrimonio rústico de las antiguas 
oligarquías rurales. Asimismo, los Ayuntamientos tenían competencias especia-
les en los repartos de utilidades, asignación de créditos a los cultivadores de trigo 
(a través de las Juntas Agrícolas Locales), concesiones en arriendo de los apro-
vechamientos de pastos y rastrojeras, imposición del trabajo obligatorio en 
función de la premura de ciertas faenas agrícolas (mediante la actuación de las 
Juntas Agrícolas para la intensificación del cultivo en el campo), etc. 

Por último, las autoridades municipales franquistas efectuaban una indis-
pensable labor de auxilio a las necesidades económicas exigidas por las explo-
taciones rústicas de los medianos y grandes propietarios agrícolas. Un 
instrumento esencial destinado a garantizar la sobreexplotación de la mano de 
obra campesina lo constituyeron las Comisiones Municipales de Colocación 
obrera. Estas últimas estaban integradas por un representante del Ayuntamien-
to, el delegado sindical local y otros representantes patronales y obreros desig-
nados por el delegado sindical local. Muy probablemente, desde estas 
Comisiones se ejerció una clara discriminación contra los campesinos más 
conscientes y combativos. 
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